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La politica de privatizaciones de empresas pdblicas ha sido 1la
culminacién de un proceso de desestatizacién en Chile que se ha llevado en
el doble terreno de 1la ideologia y de 1la practica. Al nivel ideolégico,
como se ha dicho, la tesis del Estado subsidiario —-que en esencia el Esta-
do no debe hacer lo que los individuos pueden hacer- ha sido difundida en
forma sostenida y ha penetrado profundamente en los sectores empresariales
més influyentes. A su vez, al nivel de las politicas précticas, las em-
presas piblicas se convirtieron en un fuerte atractivo para 1la inversién
financiera del sector privado, después que a partir de 1983 se hicieron
rentables y llegaron a ser la principal fuente de ahorro e inversién. Por
lo tanto, muchos de los arqgumentos del sector privado en contra de la e-
xistencia de empresas piblicas no son sino racionalizaciones para asegurar
la venta de esas empresas en condiciones muy ventajosas, que han permitido
hacer altas ganancias de capital.

Contrasta esta experiencia con la de Venezuela, donde las empresas
piblicas se han convertido en un fuerte estimulo para el desarrollo del
sector privado, mediante la compra de insumos y bienes de capital. Ese pa-
is ha implementado reformas a 1la administracién de las empresas pablicas
desde fines de los afios 70, lo que las ha convertido en agentes dinamiza-
dores y eficientes del desarrollo industrial.

IIT. CONCLUSIONES

A lo largo de los cincuenta afios que siquieron a la Gran Depresién
de 1930 el Estado desempeii6 un papel de creciente relevancia en el desa-
rrollo econémico de América Latina. Esto se debié en parte al cambio en
las condiciones de la economia internacional a partir de esa crisis, las
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que se tornaron ablertamente desfavorables para la continuacién del modelo
de crecimiento basado en las exportaciones de productos primarios. Se hizo
necesario adoptar nuevos enfoques que le permitieran a las economias de la
regién reanudar el proceso de crecimiento en condiciones de sectores ex-
ternos muy restringidos. E1 Estado desempeii6 asf un papel central en el
estimulo del proceso de industrializacién, en el aumento de las tasas de
ahorro e inversién y en la promocién de una clase empresarial mas activa y
dinémica.

Se configuré asi un modelo de intervencién estatal fuertemente o-
rientado al desarrollo del aparato productivo. Los resultados, a juzgar
por el desempefio a largo plazo de las economias, fueron positivos. Se lo-
graron tasas de crecimiento econémico anual que en promedio superaron el
6% en 1950-80, ritmo muy superior a la meta que se proponia para el con-
junto de los paises en desarrollo a comienzos de los afios 50 por parte de
las organizaciones internacionales. La tasa de inversién también se incre-
menté sustantivamente en alrededor de 50%, pasando de niveles medios del
18% al 24%. Aunque el wmodelo de crecimiento adolecié de numerosas
ineficiencias derivadas de los criterios discutibles de asignacién de re-
cursos, muchas de ellas tendieron a reducirse a medida que los gobliernos
introdujeron reformas tanto estructurales como en las politicas econdémi-
cas. Ello facilité un progresivo mejoramiento de la insercién externa de
las economias, facilitando el crecimiento de exportaciones no tradiciona-
les y la flexibilizacién de los sistemas productivos.

Con todo, como ha hecho notar Ramos (1988), es paradéjico que las
controversias sobre el papel del Estado se hayan centrado precisamente en
la intervencién en el sistema productivo més que en la dimensién social
del desarrollo. En este altimo aspecto, que no se abordé en este trabajo,
las evaluaciones sobre los resultados a largo plazo son mucho mas negati-
vas que en relacién al desarrollo productivo. En efecto, hay bastante
consenso de que la desigualdad extrema ha disminuido muy poco en América

Latina, y que siguen existiendo proporciones muy altas de poblacién en
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condiciones de extrema pobreza. Pero éste es uno de los aspectos acerca
del cual hay menos discrepancia en cuanto a que constituye una funcién ba-
sica de responsabilidad del Estado. Otro tanto puede decirse del logro de
la estabilidad macro-econémica, en la cual también le cabe al Estado una
funcién indiscutida. Este es otro de los campos en que ha habido un dete-
rioro notable en América Latina, sobre todo en los afios 80.Se podria des-
prender la conclusién de que la intervencién estatal resultd mejor justi-
ficada, por los resultados, en el Area donde ha sido més discutida como es
el desarrollo productivo y la acumulacién de capital; y, por otro lado,
logré los peores resultados en las &reas donde ha habido més consenso en
cuanto a la necesidad de la regulacién, como son las politicas sociales y
las politicas macro-econémicas (Ramos, 1988).

¢Qué implica esa conclusién con respecto a las futuras responsabi-
lidades del Estado en América Latina? Una primera consideracién que debe
hacerse es que la década de los afios 80 no es comparable con el periodo
anterior, que se inicié con la post-querra. Estos afios se han caracteriza-
do nuevamente por una grave crisis de origen internacional, de magnitud
similar a la de los afios 30. Con razén se ha sostenido que los afios 80 han
sido una década perdida para América Latina. El producto per capita regio-
nal es inferior en 1988 al que habia a comienzos del decenio y la tasa de
inversién ha caido a niveles como los de los afios 50. El retroceso econé-
mico y social ha sido nitido. Los procesos inflacionarios han alcanzado
niveles sin precedentes y los esfuerzos para generar recursos que deben
 transferirse al exterior han generado una fatiga financiera generalizada.
Las desigualdades sociales se han exacerbado.

Este nuevo escenario econdémico y social estd replanteando el tema
del papel del Estado en el desarrollo, pero ahora parece existir mucho més
confusién en cuanto a cudles deberian ser sus responsabilidades centrales.
Desde un punto de vista se recoge la experiencia de los afios 30 y se argu-
menta que la crisis actual exige que nuevamente el Estado se involucre ac-
tivamente en el crecimiento productivo y en 1la acumulacién de capital.
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Llevado al extremo, este punto de vista suglere la convenlencia de que las
economias se cierren al comercio exterior y reemprendan el camino de la
sustitucién de 1mpbrtaciones y de la industrializacién basada en los mer-
cados locales y el proteccionismo Jjunto con politicas fuertemente
redistributivas del ingreso. Conforme a esta concepcién, el Estado deberia
retomar el papel de inducir discrecionalmente la asignacién sectorial de
recursos, privilegiando los sectores que maximicen la contribucién al em-—
pleo y a 1la satisfaccién de las necesidades b&sicas. Asimismo, deberia
retomar la direccién central del proceso financiero y ejercer un liderazgo
mis activo en la situacién del problema de la deuda externa.

Desde un punto de vista opuesto, se argumenta la conveniencia que
el Estado se retire de la intervencién directa, dejando el desarrollo pro-
ductivo y financiero a las orientaciones del mercado, y concentre sus es-
fuerzos en la formulacién y aplicacién de politicas macro-econémicas es-—
tables y de politicas sociales destinadas a superar las condiciones de po-
breza extrema. Este punto de vista apoya la privatizacién de las empresas
estatales y el fortalecimiento del sector empresarial privado. Se sostlene
que el Estado no tiene la capacidad para conocer en qué direccién evolu-
cionan el cambio técnico y las ventajas comparativas, por lo que los ries-
gos de errores se minimizan si se dejan las decisiones de asignacién de
recursos en manos del sector privado.

Hay méritos pero también desventajas en cada uno de estos puntos
de vista. Es indudable que en una situacién de crisis profunda y estructu-
ral como la que vive América Latina en la actualidad, el Estado no puede
permanecer pasivo dejando que las fuerzas del mercado determinen las solu-
ciones. Es bien sabido que el mercado como sistema de organizacién econé-
mica tiene limites, entre los cuales destacan los sesgos hacia el corto
plazo y las inequidades que caracterizan a menudo las soluciones que su
libre operacién tiende a producir. La actual coyuntura de América Latina
necesita, en cambio, 1la recuperacién de una visién de largo plazo, que

permita coordinar y concertar las decisiones de los agentes econémicos.



- 67 -

Igualmente, es necesario reducir con rapidez 1la inequidad y la pobreza,
caracteristicas ambas que han sido agravadas por la crisis. La contradic-
cién entre esas condiciones y los esfuerzos de democratizacién politica es
manifiesta y, de persistir, podrfian crearse situaciones politicamente muy
dificiles de controlar. América Latina necesita, por ende, reanudar un
crecimiento econémico suficientemente alto para crear los nuevos empleos e
ingresos que le permitan a las masas mis empobrecidas salir de esa condi-
cién.

Sin embargo, no es evidente que el camino de la intervencién di-
recta en la asignacién sectorial de los recursos sea el mds adecuado para
garantizar un crecimiento m&s alto. Para apreciar esto es conveniente re-
cordar que en esta coyuntura existen condiciones que difieren en forma im-
portantes con las caracterfsticas que prevalecieron en los afos 30 y 40.
Asf, la economia Internacional,a pesar de los graves desequilibrios de que
adolece, no estd sufriendo una depresién masiva como la de hace medio si-
glo. Aungue se expande a un ritmo més lento que en los afios 60, ha habido
una recuperacién sostenida después de las dos crisis petroleras. Desde el
punto de vista productivo y tecnolégico, los cambios son enormes y estén
provocando modificaciones en las ventajas comparativas de los paises que
los obligan a adoptar reestructuraciones industriales que exlgen horizon-
tes de largo plazo, altos voltmenes de inversién y nuevas capacidades em-
presariales para una era de tecnologias informatizadas y flexibles. En
sintesis, en la actualidad prevalece un escenario de cambios y adaptacio-
nes muy veloces en el cual los protagonistas principales son 1los agentes
econémicos privados, los trabajadores, los profesionales, Y sus organiza-
clones. La experiencia de algunos paises sugiere que, con incentivos ade-
cuados y politicas macro-econémicas estables, los empresarios privados
responden dindmicamente. En esa medida la necesidad de que el Estado ejer-
za la actividad empresarial disminuye.

Por el contrario, en las décadas que siguieron a la crisis del 30

la debilidad de los mercados internacionales era manifiesta Yy en esa
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medida se Justificaba una acclén estatal vigorosa e Intervenclonlsta. Esta
realidad ha cambiado en la coyuntura actual. Los mercados se han desarro-
11ado, diversificado y perfeccionado. A nivel internacional ellos son aho-
ra mucho més competitivos, puesto que existen muchos mds oferentes para
un determinado producto y la informacién se transmite con alta velocidad
entre los agentes econdmicos. Las tecnologias se hacen mds flexibles Y por
lo tanto las indivisibilidades restringen menos las opciones de inversién.

Hay razones objetivas para suponer que la accién del Estado es més
prescindible en el campo productivo y tecnolégico que hace cincuenta afios
atrds. En cambio, donde si aparece crucial una presencia activa del Estado
es en aquellas funciones que constituyen verdaderos insumos sistémicos pa-
ra el sector productivo, como son la provisién de cierta infraestructura
badsica, la mantencién de condiciones de estabilidad y paz social y la pre-
servacién de los equilibrios financieros y macro-econémicos fundamentales.
Entre las infraestructuras bésicas, aparte de 1las tradicionales referidas
a las vias de comunicacién y transporte, el escenario actual enfatiza las
telecomunicaciones, la informatizacién, la ciencia y tecnologia bésica y
la requlacién y ordenamiento del uso de los recursos naturales, incluidos
el espacio y los mares. La paz social, por otra parte, exige una coheren-
cla entre la distribucién de los beneficios del desarrollo y los valores
de equidad social que prevalecen en cada sociedad. Contradicciones mani-
fiestas en ese sentido conducen a una desintegracién social y politica
gue, a su vez, hace imposible el logro o la mantencién de la estabilidad
institucional que requiere un desarrollo sostenido. En este campo el Esta-
do debe cumplir una funcién indelegable, sin perjuicio de que entre aque-
llos sectores sociales que estén por encima de los niveles minimos de in-
greso el mercado pueda desempefiar también una funcién distributiva.

A pesar de estas consideraciones, es necesario también recordar
qgue la experiencia de las décadas pasadas ha cuestionado uno de 1los su-
puestos bisicos sobre los cuales se organizé la intervencién estatal en

Ameérica Latina. Es un supuesto que, por obvio, suele olvidadarse: que el
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Estado tiene una capacidad institucional e instrumental limitada para e-
Jercer el control de la economia e inducir a los agentes privados a actuar
de nuevo y alcanzar ciertos ciertos objetivos. La experiencia ha demos-
trado que este supuesto tenfa y tiene 1limitaciones. El Estado tiene una
capacidad 1imiéada, la que se deriva de que sus recursos humanos, finan-
cieros y materiales son escasos. Dispone de informacién parcial y a menu-
do, muy deficiente y su control territorial es a veces imperfecto. Inclu-
so entre las propias agencias ptblicas hay incomunicacién y falta de
transparencia. La evidencia més obvia de los afios 30 fue que los merca-
dos eran muy imperfectos y fallaban. Se supuso que el Estado debia y podia
reemplazar al mercado en las funciones basicas para el desarrollo. La ex-
periencia més reciente, sobre todo a la luz de lo ocurrido en los aios 80,
es que el Estado ha fallado también en funciones en que su responsabilidad
no se discutfa. La crisis de la deuda externa es una manifestacién drami-—
tica de esta falla.

Por otra parte, es evidente que no basta con definir las responsa-
bilidades del Estado y las funciones que debe asumir. Ellas pueden quedar
en letra muerta si no se convierten en acciones eficaces.

Es por ello que quizas la primera responsabilidad del Estado en
los paises de América Latina es tomar conciencia de sus propias limitacio-
nes y establecer las prioridades para su accién, concentréndola donde el
mercado y los agentes privados no pueden actuar eficientemente. Pero en
aquellas areas donde éstos demuestran su capacidad y su eficiencia, los
gobiernos debieran confiar en las decisiones descentralizadas de los mer-—
cados, sujetos a las requlaciones generales. Los recursos econémicos y hu-
manos del Estado son demasiado vallosos soclalmente para que se desperdi-
cien en acciones ineficaces y que compiten con desventajas frente a los
mecanismos privados y descentralizados.

Una segunda responsabilidad del Estado para con su propila accién

es perfeccionar su institucionalidad, sobre todo la calidad de sus
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recursos, el acceso a la Informaclén y la coherencla entre distintas agen-—
cias del sector puablico.

En sintesis, si hay una leccién que emerge claramente de la expe-
riencia reciente es que la efectividad de la accién del Estado no depende
de su mayor tamafio sino de su calidad Yy coherencia. Es por ello que Esta-
dos eflcaces y coherentes podrdn hacer contribuciones mucho més importan-

tes al desarrollo futuro de 1la regién que instituciones ptblicas volumino-
sas, lentas y descoordinadas.



